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Tal como estaba comprometido, el Gobierno entregó
el primero de los proyectos mediante los cuales se
avanzaría en un nuevo diseño del sistema nacional
de salud. Se habló de una reforma profunda que de-

bía redefinir a las isapres, financieramente muy debilitadas, y
fortalecer al Fonasa, que está enfrentado a millones de perso-
nas en listas de espera. El primer paso se ha dado en la regula-
ción de las isapres y quedará para diciembre el que interesa a
la mayoría de los chilenos, que corresponde al Fonasa.

La propuesta gubernamental se centra en un problema
que se ha descrito para todos los sistemas de seguros de salud,
esto es, las preexistencias, pues es imposible ofrecer un segu-
ro después de que ya ha aparecido la enfermedad. En la ma-
yor parte de los países, se permiten exclusiones de aquellas
enfermedades ya contraídas, pero generan las mismas quejas
de parte de los usuarios que se registran acá. Si a alguien le
aparece una enfermedad, ya no podrá cambiarse de compa-
ñía, pues quedará excluida la
atención de lo que se relacione
con ese mal y, por tanto, se
mantiene cautivo de su isapre.
Los técnicos en estas materias,
de alta complejidad, han dise-
ñado sistemas de compensa-
ción entre las distintas compañías para permitir movimientos
entre ellas y han logrado ponerlos en vigor en muchos luga-
res. Aquí ha estado funcionando un mecanismo de esas carac-
terísticas en lo que se refiere al GES (las garantías explícitas),
sin grandes inconvenientes, y se preveía que podría ser apli-
cado al seguro de salud general de las isapres. Pero la pro-
puesta del Gobierno no lo incluye, sino que plantea un rease-
guro de las compañías para hacer frente a esta problemática.
No obstante, es fácil predecir que será casi imposible poner en
marcha un sistema nuevo, no probado y sin historia, en me-
dio de la crisis de salud que afecta al país. 

El otro problema que cree haber detectado el Gobierno
es el de la comparabilidad de los planes. Afirma que existen
miles de planes que resultan virtualmente imposibles de

evaluar y de comparar para una persona común y corrien-
te. Pero a nadie se le ofrecen miles de planes, sino solo dos o
tres según los niveles de ingreso de cada uno y que se refie-
ren a distintas coberturas. En todo caso, si se ofrecen mu-
chos planes es porque el público interesado así lo deman-
da, como sucede con la inmensa cantidad de productos y
servicios que se transan a diario, todos los cuales viven una
fuerte competencia entre ellos.

A partir de estos dos problemas, el Gobierno está propo-
niendo una modificación al sistema que creará un plan co-
mún para todas las isapres, diseñado por el Estado, y ellas solo
podrán competir en cuanto a precio y red de proveedores. Se
prohibiría que se ofrezcan otros planes como también que
una isapre ofrezca servicios adicionales. Asimismo, se prohi-
biría negar a alguien su afiliación y también que los afiliados
informen de sus condiciones de salud y que se puedan esta-
blecer exclusiones o períodos de carencia. Es decir, los contra-

tos entre la compañía y la perso-
na afiliada dejan de ser contratos
bilaterales de seguros, por cuan-
to una de las partes, el asegura-
do, puede exigir que lo aseguren
y la compañía no podrá negarse. 

Sin embargo, los seguros
privados han sido hasta ahora de afiliación voluntaria, se fi-
nancian con los aportes de las personas, constituidos por una
parte obligatoria para todo trabajador y por encima de esa
obligación se permiten aportes voluntarios, sin recurrir a con-
tribución fiscal alguna. No resulta fácil explicarse el interés
del Gobierno por intervenir con tanta intensidad en el subsis-
tema que ha estado proporcionando atención de salud opor-
tuna a sus beneficiarios, en tanto no se ha visto la misma preo-
cupación por el sistema de salud de administración estatal,
que parece estar en serios problemas. Al parecer, solo se ha
querido cumplir un compromiso adquirido, sin entrar a for-
mular planteamientos viables y es probable que con este pro-
yecto comience otra discusión interminable como las que la
han precedido en torno a la reforma del sistema de salud. 

Al parecer, solo se ha querido cumplir un

compromiso adquirido, sin entrar a

formular planteamientos viables.

Proyectos de Salud 

Los países organizan su funcionamiento mediante
instituciones. En algunos casos sus atribuciones son
de carácter ejecutivo; en otros casos, generan las re-
glas bajo las cuales todo el sistema opera, y en otros

más, se establecen para resolver los conflictos que surjan de la
incesante dinámica social. En este último grupo se inscriben
el Poder Judicial y las instituciones encargadas de la persecu-
ción penal; en el caso chileno, el Ministerio Público. 

El rol que ellos cumplen en la sociedad es fundamental, y
la independencia con que ejerzan su tarea es uno de sus atri-
butos más importantes. En efecto, la única manera en que el
Estado de derecho opere para beneficio de la ciudadanía es
que, acudiendo a él, las personas puedan restablecer sus dere-
chos vulnerados mediante un procedimiento judicial ágil, cu-
yas decisiones sean percibidas como imparciales. Solo de ese
modo se podrá asegurar el efectivo resguardo de las garantías
individuales y la realización del
principio de igualdad ante la
ley, pilar del ordenamiento de-
mocrático. A su vez, cuando
ello así ocurre y las sanciones a
quienes transgreden las reglas se corresponden con la magni-
tud de la infracción, el comportamiento de las personas se
ajusta con mayor prevalencia a tales reglas, y el futuro se hace
más predecible. Como consecuencia —y usando una termi-
nología financiera—, la “tasa” a la que “se descuenta” ese fu-
turo es más baja, y el valor que adquieren los bienes, materia-
les o inmateriales, se incrementa. La existencia de un sistema
de justicia independiente e imparcial es así, también, una de
las bases necesarias para alcanzar el progreso.

De ahí que resulten tan preocupantes las noticias que,
como resultado del caso Audio, han salido a la luz pública.
Ellas sugieren que dicha independencia e imparcialidad se
ven amagadas con cierta facilidad por operadores que esta-
rían en condiciones de intermediar información o favores
entre miembros del propio Poder Judicial y fiscales del Mi-
nisterio Público con personeros privados o públicos, y, a
partir de ello, empujar resoluciones en direcciones específi-
cas, sean estas designaciones de fiscales, notarios o jueces, o
incluso, decisiones de persecución penal en casos de cierta

notoriedad. Como esto no se refiere solo a funcionarios de
niveles bajos, sino que también incluiría a miembros de la
Corte Suprema y a altos funcionarios de la fiscalía, se com-
prende la alarma pública que esto ha provocado. Más aún
cuando, a la luz de los antecedentes que se han revelado,
parecería que esos operadores han podido utilizar la red así
construida para conectar con el Poder Ejecutivo, involu-
crando de esa manera a la política contingente.

Por cierto, tampoco contribuye a la necesaria confianza
ciudadana la debilidad que una vez más ha mostrado el Mi-
nisterio Público para cautelar la reserva propia de la investi-
gación penal. Durante todo este año, la ciudadanía ha venido
conociendo sucesivos fragmentos de conversaciones sosteni-
das vía chat en los que se mezclan antecedentes de todo tipo,
desde indicios de graves delitos hasta conversaciones banales
o incluso abiertas groserías. Evidentemente, tal fragmentarie-

dad dificulta una adecuada pon-
deración y abre por otra parte
inevitables suspicacias respecto
de un posible sesgo del material
filtrado. Ello, aparte de la poten-

cial vulneración de la privacidad y del daño que, en este con-
texto, pueden sufrir personas por el solo hecho de aparecer
mencionadas, sin haber incurrido en conductas impropias.
En una investigación tan delicada como esta, en la que ade-
más aparece implicado incluso un exfiscal regional, el Minis-
terio Público debiera ser especialmente prolijo, evitando ge-
nerar cualquier sombra de duda respecto de su proceder. 

En cualquier caso, tanto el desprestigio sufrido por el sis-
tema de justicia como la pérdida de confianza en su funciona-
miento a partir de este caso constituyen un fuerte golpe a la
institucionalidad del país. El completo esclarecimiento de los
hechos mediante investigaciones rigurosas,así como la efecti-
va sanción de quienes hayan incurrido en conductas delicti-
vas o en faltas, es fundamental para recuperar la credibilidad
ciudadana. Y junto con ello, corresponde proceder a las modi-
ficaciones que sean necesarias para asegurar transparencia en
materias como el nombramiento de fiscales, notarios y jueces,
la constitución de las salas y procedimientos internos en los
que hoy campea la discrecionalidad. 

Recuperar la confianza dañada constituye

una tarea tan urgente como compleja.

Desprestigio del sistema de justicia

El mayor cis-
ma en la historia de
la Iglesia Católica
sucedió en 1054,
cuando Occidente
quedó bajo la hege-
monía de la Iglesia
Católica Romana y
Oriente de la Igle-
sia Ortodoxa. Des-
de el punto de vista
teológico, la esci-
sión se produjo por una palabra: “fi-
lioque”, hijo en latín. Fue adicionada
en el Credo Niceno para establecer
que el Espíritu Santo procedía del
Padre y del Hijo. La Iglesia Oriental
lo tomó como una ruptura con la or-
todoxia, y se produjo el cisma. En la
derecha chilena, a raíz del “caso Cu-
billos”, la palabra “libertas”, libertad
en latín, parece estar tenien-
do un efecto semejante.

La exministra de Educa-
ción calificó las críticas que re-
cibió por su remuneración en
una universidad privada co-
mo “un atentado muy fuerte
a la libertad” proveniente del “octu-
brismo”. Llamó entonces a la derecha
a pronunciarse: o “libertad” u “octu-
brismo”. Esto fue aplaudido con entu-
siasmo por una rama del “sector”, co-
mo la derecha chilena gusta llamarse a
sí misma. El antecesor de Cubillos en
el sillón del Ministerio de Educación
explicó su remuneración en términos
empresariales: ella “aquí está cobran-
do un goodwill”, pues su figura adicio-
na valor a la universidad empleadora.
Si alguien no lo comprende y lo critica,
agregó Axel Kaiser, entiende “poco o

nada de economía”.
Tuvieron que pasar largos días

antes que la universidad involucrada
reaccionara. Lo hizo primero a través
de uno de sus socios, Alejandro Pérez.
“Tengo una trayectoria larga en em-
presas y en instituciones —señaló—, y
tengo claro que es grave saltarse los es-
quemas de renta que las instituciones
tienen porque siempre se producen
desbalances que afectan a personas. Y
en este caso ha sido así”. Más claro
echarle agua: ni bajo la lógica empresa-
rial la remuneración de la exministra
tenía justificación. 

Posteriormente sacó la voz el rec-
tor. Con una tibieza propia de quien
ejerce un alto cargo académico, señaló
que la candidata por Las Condes “en
una parte está equivocada porque la li-
bertad completa no puede existir

cuando una actividad es regulada, tie-
ne que cumplir ciertos estándares”.

Otras voces, ajenas a la entidad
cuestionada y al “octubrismo”, objeta-
ron, primero, que una universidad,
por ser privada, se pueda gobernar co-
mo cualquier empresa capitalista; y se-
gundo, que una empresa pueda fun-
cionar sin reglas ni estándares ni inter-
ferencias, respondiendo únicamente a
la libertad de sus propietarios. 

La investigadora del IES Josefina
Araos, por ejemplo, recordó que la
universidad es “un tipo de comuni-

dad singular que, por su naturaleza
y vocación, exige obligaciones y lí-
mites distintos”; entre ellas, evalua-
ción entre pares y compensaciones,
monetarias y de cualquier otro tipo,
reguladas y transparentes. La docen-
cia, como recordaba Gabriela Mis-
tral, es una vocación exigente que
obliga a “enseñar con actitud, el ges-
to y la palabra”. Tiene muchas grati-
ficaciones, qué duda cabe, pero no
precisamente la económica. La de-
fensa de Cubillos pasa por encima de
esto y deja como amarga impresión,
indica Araos, que a nombre de la li-
bertad y la autonomía “los privados
pueden hacer lo que se les plazca”.

Blanca Lecaros Arthur, en carta a
este periódico, lo dijo sin rodeos. La
universidad puede ser privada, pero
“desempeña una función pública” con

“recursos (que) provienen del
Estado y del esfuerzo de las
familias”, lo que le obliga a
emplearlos exclusivamente
“a cumplir los fines educati-
vos”. Lo que hay aquí, con-
cluyó, es el uso de la libertad

simplemente “para sacar provecho”.
Lo han destacado múltiples obser-

vadores, de todo el espectro ideológi-
co. Entre las mayores obras de Jaime
Guzmán fue crear una derecha en la
que se fusionó la tradición conserva-
dora de raíz católica y la doctrina libe-
ral promercado de los Chicago Boys.
El diverso uso de la noción de libertad
a raíz del “caso Cubillos” indica que
esa magna obra comienza a mostrar
sus grietas. Malditas palabras. 
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Malditas palabras

El diverso uso de la noción de libertad a raíz

del “caso Cubillos” indica que la obra de Jaime

Guzmán comienza a mostrar sus grietas.
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Por
Eugenio Tironi

El Presidente Gabriel Boric ha si-
do internacionalmente reconocido
por su postura clara frente a la dicta-
dura de Nicolás Maduro. Con su rá-
pida reacción ante el fraude electoral
y su condena de las violaciones a los
derechos humanos, ha dado conti-
nuidad a una política de Estado com-
prometida con los valores democrá-
ticos. Además, ha marcado una va-
liosa diferencia respecto de otros lí-
deres de izquierda, como Lula da
Silva, Gustavo Petro o Andrés Ma-
nuel López Obrador.

Es lamenta-
ble, sin embargo,
el trato notoria-
mente distinto
que el Presidente
Boric ha dado a la
situación de Cuba.
Aunque, con 65 años en el poder, se
trata de la dictadura más antigua de la
región, Boric ha evitado calificarla co-
mo tal. Sí habló hace algunos meses
de la necesidad de “avanzar hacia la
democratización” de la isla, pero lue-
go de las críticas del Partido Comu-
nista por haber osado decir aquello,
no ha vuelto a plantearlo. En cambio,
ha centrado sus referencias en de-
mandar el fin del bloqueo de Estados
Unidos. Este último punto, el rechazo
del bloqueo, también ha sido una
constante de nuestra política exterior,
pero al insistirse solo en ello y guar-
dar silencio respecto del carácter dic-
tatorial del régimen, se termina legiti-
mando el discurso de este, que usa el
embargo y las sanciones norteameri-
canas como justificación para coartar
las libertades de su pueblo. 

La última intervención de Boric
ante la Asamblea de la ONU fue otra
muestra de este diferente trato. “Esta-
mos frente a una dictadura que pre-
tende robarse una elección”, dijo de
Venezuela, en un discurso donde
también hubo críticas a los regímenes
de Afganistán, Rusia y Nicaragua,
pero una completa omisión de Cuba.

Ello motivó incluso un oficio de los
diputados de la comisión de Relacio-
nes Exteriores, en el que expresaron
su preocupación porque el mandata-
rio “olvidó calificar como dictadura al
régimen de Miguel Díaz-Canel en
Cuba, lo que resulta inconsistente
con el enfoque del Gobierno en mate-
ria de derechos humanos”. El oficio,
solicitado por el diputado Cristián
Labbé (UDI), contó con el respaldo
del presidente de la instancia, el ofi-
cialistaVlado Mirosevic (PL), además
de Stephan Schubert (republicano) y

Alberto Undurra-
ga (DC), y el pre-
decible rechazo de
la representante
del Partido Co-
munista Nathalie
Castillo.

Es paradójico que exista una se-
lectividad en las convicciones presi-
denciales, al activarse estas ante Ve-
nezuela pero no ante Cuba. Más aún
considerando que antes de llegar a
La Moneda, cuando se enfrentó al al-
calde Jadue en la primaria de Aprue-
bo Dignidad, el mismo Boric sí tuvo
expresiones claras de condena a la
represión en la isla. Es difícil encon-
trar otra explicación para la actual
actitud que no sea el fuerte peso que
el PC ejerce dentro del Gobierno. Y
es que si bien esta colectividad admi-
te entre sus filas ciertas disidencias
respecto de la situación venezolana,
mantiene una monolítica postura de
adhesión —y admiración— a la dic-
tadura cubana. Así, el régimen que
hoy encabeza Miguel Díaz-Canel
—a quien el Presidente Boric saluda-
ra efusivamente al coincidir ambos
la semana pasada en el cambio de
mando en México— parece marcar
un límite que el PC ha impuesto a es-
ta administración. Ello podrá ser po-
líticamente explicable, pero consti-
tuye un renuncio que daña el lide-
razgo de Boric y relativiza su com-
promiso democrático.

Parece ser el límite

impuesto por el PC al

Gobierno.

El Presidente y Cuba

Siempre quise conocer el Real Sitio de
San Ildefonso, en la provincia española de
Segovia, admite uno de los interlocutores
del sabio Critilo. Erigido por el primero de
los Borbones españoles, Felipe V, tiene para
Chile una capital im-
portancia. Allí se fir-
mó, el 28 de julio de
1738, el Real Decreto
de “fundación, erec-
ción y establecimien-
to” de la Real Univer-
sidad de San Felipe
en Santiago de Chile.

Si bien no empezó
a funcionar hasta al-
gunos años más tar-
de, reemplazó a las
antiguas universida-
des conventuales chi-
lenas (la primera, de la orden dominicana,
data de 1622) y fue universidad mayor, con
cátedras de Medicina, Derecho, Filosofía y
Lengua. En esta última se cultivaba el ma-
pudungún, idioma mapuche, porque, al
igual que en otras regiones de la monarquía
hispanoindiana, los conquistadores preser-

varon las lenguas originarias. Recuérdese
solo que la gramática náhuatl fue prepara-
da poco después de que Antonio de Nebrija
escribiera la primera que hubo para la len-
gua castellana.

So lo en 1839 ,
cuando Chile estaba
en guerra contra la
Confederación Perú-
Boliviana de Santa
Cruz, se cambió el
nombre de esa uni-
versidad nacida en
San Ildefonso y pasó
a constituir la Univer-
sidad de Chile, insta-
lada en 1843. Duran-
te esos años la Uni-
versidad de San Feli-
pe siguió confiriendo

grados y formando a la clase intelectual.
Vale la pena recorrer ese palacio de esti-

lo francés e imaginar cómo fue que allí na-
ció la primera universidad real que se insta-
ló en Chile.

D Í A  A  D Í A

San Ildefonso
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